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Presentación


Debido a la generosa deferencia de la doctora Jenny Escobar Alzate, con quien me une una respetuosa amistad que se remonta a la época en que fue magistrada de la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué y luego como profesora de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad de Ibagué, he asumido el compromiso de su invitación para presentar esta nueva edición del libro Nociones básicas del Derecho Procesal Civil en el Código General del Proceso. Obra que por voluntad de su autora se encuentra destinada a formar parte de la colección de textos jurídicos que con notorio éxito viene publicando la mencionada Facultad, no sin antes advertir y para información de los lectores, que se trata en rigor de la reunión de varios estudios elaborados a conciencia y con un profundo sentido de seriedad académica acerca de temas preponderantes dentro del vasto ámbito regulador del Derecho Procesal Civil colombiano.


Efectuada esta necesaria acotación, estimo pertinente señalar, en procura de satisfacer igualmente los propósitos orientadores inherentes a unas notas de presentación, que este libro, para ventaja del foro colombiano, se consolida sin duda alguna como producto de una ejemplar pasión por el Derecho y la justicia, ajeno al deseo de recibir fugases halagos y, menos aún, al interés de percibir beneficios económicos de comercialización editorial.


La obra en su integridad posee un indudable valor pedagógico, como no podía ser menos, dada la dedicación de la autora a la judicatura por treinta años y enseñanza del Derecho en varias universidades de reconocida prestancia, por más de veinticinco años y porque en todos los capítulos, acompañados de una admirable exposición sistemática, brilla siempre la claridad conceptual de la genuina maestra, ajena por definición a superficiales dogmatismos y que es la propia de una mentalidad abierta y generosa.


El actual Código de Procedimiento Civil y la nueva Ley 1564 de 2012 contentiva del nuevo sistema procesal civil conocido como el Código General del Proceso, corregido en lo pertinente por el Decreto 1736 de 2012, son analizados en un lenguaje sencillo por la doctora Escobar Alzate, quien ofrece una visión original, completa y de gran interés práctico en relación con los distintos temas procesales que desarrolla, al apoyarse como faro orientador en la luz de la jurisprudencia de la Corte Constitucional y la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia.


En el capítulo primero se estudia la estructura del nuevo Código Procesal Civil, los principios que lo orientan y las normas reguladoras de interpretación. En el capítulo segundo se preocupa de constituir la base fundamental que debe garantizar el Derecho; algunos lineamientos de los presupuestos procesales, con el inicio del primero de ellos, categorizado como jurisdicción. Punto de partida del proceso y en el que se precisa su alcance en los términos de importancia que actualmente se le reconoce. Igualmente, se desarrolla el tema de la competencia, por constituirse en el límite de la jurisdicción, que nos permite entender mejor la labor judicial, al atender a los criterios de orden normativo que asienten su distribución.


El capítulo tres resulta importante por ser la capacidad el aspecto procesal de los sujetos del proceso, relacionado con las partes y terceros, que son los destinatarios de las situaciones jurídicas que se presentan y posibilitan la participación de quienes intervienen como colaboradores de la justicia. No resulta menos trascendente, el requisito formal de la idoneidad profesional para poder actuar válidamente ante la jurisdicción y que se consigna en el capítulo cuatro como capacidad procesal.


El capítulo cinco se ocupa del acto introductorio más importante del proceso, por constituirse en el mecanismo idóneo para acceder a la jurisdicción, como lo es la demanda, la que a su vez comporta su bilateralidad, traducida en la contestación y el derecho de contradicción. Mediante la demanda se ejerce generalmente la acción y es en el capítulo seis en el que se da vida a la condición para la actuación de la Ley, erigida en el presupuesto necesario para el desarrollo del proceso.


Finalmente, los capítulos siete, ocho y nueve, corresponden a la clasificación de las acciones y su concreción en el proceso, integrados con el derecho sustantivo y las respectivas reformas introducidas por el Código General del Proceso; el capítulo diez está dedicado con profundidad a la nueva acción cautelar.


Felicitaciones a la autora por esta nueva obra jurídica, que con seguridad servirá como texto obligatorio de consulta en los diferentes estamentos universitarios y judiciales.


Ricardo Enrique Bastidas Ortiz


Magistrado Sala Civil Familia Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué.


Presidente Instituto Colombiano de Derecho Procesal, capítulo Tolima.


Docente Universidad de Ibagué.




Introducción


Comencé mi experiencia en las letras con un primer texto que denominé: Pilares del derecho procesal civil, en razón a su contenido cimentado en las estructuras esenciales del proceso, a saber: principios, presupuestos procesales y acción, los cuales se desarrollan en este como instrumento jurídico para la solución de los conflictos.


Ahora entrego a los estudiantes e investigadores del Derecho una nueva obra que actualiza y amplía la primera, que constituye un texto de estudio, y no una investigación científica, cimentado en la base del Derecho Procesal, con los mismos parámetros del anterior, a través de los conceptos básicos que toda disciplina procesal debe utilizar, a saber: los principios y presupuestos procesales, el proceso y la acción. Categorización que interpretamos según la pauta señalada por el maestro de Derecho Procesal, Ramiro Podetti (1994), enriquecida con múltiples referencias de los últimos pronunciamientos de las altas cortes que son un medio necesario de consulta, con el propósito de vincularnos a la realidad jurídica y trascendental reforma del Código y como legado de recordación para mis alumnos, y así contribuir de alguna manera en su formación, para que a su vez asuman con responsabilidad el nuevo reto.


Sin pretender innovar y al seguir las enseñanzas de académicos y prestigiosos magistrados de nuestro país y fuera de él, mi deseo es estimular una formación holística hacia el análisis crítico del Derecho Procesal Civil, al concentrarme especialmente en las reformas introducidas por la nueva reglamentación en la materia, para sembrar algunas de las inquietudes y, en otros casos, expresar mi propio criterio, expuesto sencillamente por medio de una metodología explicativa al alcance de los estudiantes y todos aquellos vinculados con las ciencias jurídicas.


Inicio con el título preliminar sobre valores jurídicos, profundamente afectados hoy en día, y el reconocimiento al Instituto Colombiano de Derecho Procesal por su loable y tesonera labor que dio como resultado la elaboración de un nuevo Código de Procedimiento Civil, pese a que infortunadamente no se logró incorporar en un solo código las áreas afines del Derecho Procesal, que era su propósito, y de ahí su denominación de Código General del Proceso.


Para facilitar el estudio, el libro se ha dividido en diez capítulos. Hago hincapié en el capítulo uno, en el que consigno la estructura general del Código, próximo a aplicarse, para proseguir con la interpretación, que es un paso importante en la utilización de toda norma jurídica, porque por más perfecta que sea una Ley, siempre habrá lugar para fijar su sentido y alcance.


Los antecedentes legislativos que se consignan y las principales variables de la reforma y principios del Código General del Proceso, se consolidan como guía para entender la ideología y orientación del nuevo sistema normativo, en la que se desecha el ritualismo para no desnaturalizar el proceso, sin que ello implique que solo estos temas puedan constituirse como bases fundamentales del mismo. El índice que se incluye tiene como objetivo facilitar la consulta del texto y la bibliografía para ampliar los conceptos referidos.


Con estos precedentes, me es grato presentar ante el público en general esta obra, y gustosamente aceptaré cualquier crítica por dura que parezca, pero no es fácil escribir sobre algo novedoso, sin desconocer que ello facilita nuestra tarea de docentes.


La autora




Anotaciones preliminares


Antes de incursionar en las disposiciones generales del Código General del Proceso no se debe omitir el referirnos a los antecedentes del mismo, como un sencillo homenaje de gratitud a todos los miembros del Instituto Colombiano de Derecho Procesal y su apreciado presidente. Para ello, basta contextualizar lo expuesto por el secretario general del Instituto, doctor: Ulises Canosa Suárez (2012), en la presentación del referido estatuto.


El Instituto Colombiano de Derecho Procesal, bajo la dirección de su presidente Jairo Parra Quijano, emprendió en el año 2003 la necesaria tarea de elaborar un nuevo código de procedimiento, con el propósito principal de mejorar el servicio de justicia. Desde las primeras reuniones de análisis, en las que se consideraron estudios estadísticos, informes nacionales e internacionales y opiniones de expertos, se concluyó que era necesario explorar alternativas para dotar a Colombia de un proceso realmente efectivo, accesible, rápido, moderno y económico; características imprescindibles para garantizar el debido proceso, humano y justo, que es presupuesto para el bienestar, la equidad, la armonía social y la paz. Jairo Parra Quijano propuso al Instituto emprender este ambicioso proyecto con un horizonte claro y definido: reemplazar en los procesos la garantía meramente formal, por la garantía real de los derechos fundamentales (Presentación).


Con estas palabras comprobamos que el Código General del Proceso no se trata de un trabajo de improvisación, sino de una ardua tarea realizada por verdaderos juristas, con años de preparación en la realización del proyecto que implicaba una reforma del procedimiento y con un salto radical para cimentarla con un criterio moderno de oralidad que permita la marcha de los procesos civiles, puesto que su exagerada lentitud era una de las causas de la grave injusticia social. Con un efectivo interés público en sus resultados, aparejado de herramientas modernas que permitieran una adecuada modernización del trabajo judicial y de conformidad con este preámbulo, nos permitimos adentrarnos en el Código General del Proceso con caracteres bien diferenciados del actual, e inspirado en la Constitución de 1991.


No obstante, antes de atravesar el umbral anunciado, consideramos primordial referirnos a los valores jurídicos que debe poseer el abogado como garante de la moralidad, porque antes de incursionar en los conocimientos legales del código de los ritos, debemos ocuparnos de quién lo ejercerá, su conducta y la obligación de cumplir otra clase de codificación: la de los valores, que sirven de contraste con la normatividad, y así se constituye el derecho ideal.




Valores jurídicos


En el artículo Valores jurídicos, principios y ética profesional del abogado (Escobar, 2011), publicado en la revista dos mil tres mil que edita anualmente la Facultad de Derecho de la Universidad de Ibagué, nos referimos a ellos. Ahora, en apretada síntesis, nuevamente los traemos a colación, por ser tema de gran trascendencia en la formación del abogado, en aras de rescatar nuestra desprestigiada profesión.


Aclaremos primero qué se entiende por valor. A nuestro juicio, como uno de los principales expositores de los valores encontramos a Max Scheler y su opositor Jean Paul Sartre, quien descarta el concepto de valores como tema ideológico. Carlos Cossio (1954) ha conceptuado que los valores no se definen, se intuyen.


Al seguir muy de cerca a Max Scheler, citado por Sánchez (s. f.), los valores son cualidades especiales de las cosas, o de las personas agregamos nosotros, tienen como característica especial la polaridad, para significar que se presentan por pareja y emergen entre sí con una jerarquía; se aprecian desde la perspectiva de cada ciencia y visión subjetivista; en la Filosofía, por ejemplo, sobresalen como valores la verdad, bondad y belleza, “el Derecho debe inspirarse en unos valores básicos de altísimo rango, como la justicia, la dignidad de la persona humana individual, las libertades fundamentales del hombre, el bienestar general, la paz, el orden y la seguridad” (s. p.).


¿Qué son los valores jurídicos?


La respuesta no puede ser única y varía de acuerdo a la concepción personal. Además, cada sistema jurídico posee su propia escala de valores dentro de un empeño loable de sistematización. La valoración jurídica es una labor complementaria a la elaboración del Derecho. Para Carlos Cossio (1956):


Es valor jurídico todo valor de conducta bilateral. El valor jurídico es un valor de alteridad, en el sentido con que esta palabra se precisa en la Egología; es decir, el valor del hacer compartido, el valor del comportamiento conjunto; no un valor para un destinatario que no fuere protagonista. El fundamento de esto es claro y tiene la fuerza de los hechos porque proviene de una esencia; el valor de la conducta compartida se adecua sin resquicios a la esencia óntica del Derecho, puesto que en ello se trata de ver la misma cosa por fuera y por dentro (p.33).


Para nosotros, es toda conducta que está protegida por el ordenamiento jurídico; pero agregamos que estos valores se concretan cuando las normas se respetan y de esta forma se materializa la protección de los derechos, los cuales son irrenunciables. En nuestro máximo estatuto constitucional, la escala de valores empieza por el respeto a los derechos fundamentales, enseguida se ubican los derechos sociales, económicos y culturales, entre otros. Pero a su vez, en el Derecho existe una concepción unánime de que la vida, justicia, libertad y paz, están por encima de todos los valores, y así lo consigna el mismo preámbulo de la Constitución Política de 1991.


Los valores jurídicos adquieren todo su vigor a través de los principios de la misma índole. Ellos constituyen una unidad dialéctica y dentro de estos encontramos los morales y la ética, que se instituye en una disciplina que regula la valoración moral de los actos humanos. Ahora bien, la relación entre esta última y el Derecho es estrecha; ambos comprenden un conjunto de normas que rigen la conducta humana, pero difieren en las normas propias de cada uno.


Según cita de Carlos Cossio (1954), en referencia de Nicolás Hartmann, jerarquiza los valores en la siguiente forma: “Justicia. Solidaridad. Cooperación. Paz. Poder. Seguridad. Orden” (p.83). A continuación reproducimos un aparte de la conclusión que acotamos en nuestro artículo, ya referido, con el siguiente contexto:


Lo expuesto contiene una cierta dosis de teoría y de práctica, por ello, en relación al ejercicio de la abogacía debemos establecer una serie de puntos de vista sobre el desempeño personal y profesional. Desafortunadamente ‘la enseñanza del Derecho se ha convertido en una cuestión técnico jurídica, fuertemente especializada en las diversas ramas que componen el mundo jurídico’ (DIALNET, s. f.); pero esto solo no basta, ya que esos conocimientos se forman en una generalidad de la vida y el profesional docto en Derecho debe de saber combinar esa generalidad con otros aspectos no menos importantes. ‘La orientación profesional de las facultades como fábrica de abogados para el mundo de los negocios, empobrece fuertemente la formación humanística y cívica de los futuros profesionales del Derecho’ (DIALNET, s. f.).


Para fortalecer los valores no basta con invitar y concientizar al alumno sobre la necesidad de actuar correctamente, sino también para que mantenga una conducta adecuada frente a las demás personas; motivarlos para el estudio, prepararlos para la vida, el trabajo, el cambio y la transformación, con las exigencias ético jurídicas, enmarcadas por los principios y valores a los cuales nos hemos referido.


El hombre que conoce el programa universitario que ha elegido, ayudado por una buena formación ética, o apoderado del sentido del deber y derecho de aquello que se debe atender en relación con la moral, está llamado a triunfar en el desempeño de su actividad profesional, para constituirse en un hombre de conciencia capaz de amar, recto en el cumplimiento del deber por encima de las garantías materiales, ventajas o provechos personales.


La profesión debe concebirse como un servicio a la comunidad; el profesional que en sus funciones calcula el aspecto económico o remunerativo de su trabajo, será un profesional mediocre y no se excluye que continuamente enfrente problemas que de una u otra manera podrían poner en tela de juicio su debida conducta, muchas veces, al dudar de su propia profesionalidad. Por ello deberá siempre tenerse en cuenta que desde tiempos remotos existen principios y valores que cada cual sabe cómo clasificar. El país está cansado de los personajes del Derecho que solo encuentran dificultades para las soluciones, y no a la inversa. Vivimos en una sociedad en la que se dejan a un lado los valores, por ello es indispensable que cada uno de los estudiantes los conozcan para ponerlos en práctica en un momento determinado.


La Universidad de Ibagué está comprometida con este modelo educativo, y tiene como misión promover la formación: “…científica y profesional, con arraigados principios éticos y morales, comprometidos con el desarrollo social, cultural y económico en general […] busca la recuperación de los valores esenciales de la persona, el fortalecimiento de la democracia, el respeto a los derechos humanos, la equidad, la justicia y la afirmación de la identidad regional y nacional (Misión Universidad de Ibagué, s.f.).


Finalizamos al afirmar: “No basta solo con aprender, por ejemplo, los mandamientos del abogado, sino saberlos llevar a la práctica, para que seamos verdaderos seres humanos, auténticos profesionales que contribuyan a resolver los problemas de la sociedad y para que nuestros descendientes puedan seguir nuestros pasos” (Escobar, 2011, p.175-176)
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Estructura del Código General del Proceso: interpretación, reformas generales, antecedentes legislativos y principios


El Código General del Proceso consta de 627 artículos, y el Código de Procedimiento Civil de 700. Sin embargo, es necesario tener en cuenta que en este último se consignaban normas derogadas, como las que señalaban el trámite de los procesos de mínima cuantía, o los de la perención, entre otros. A su vez, consagra algunas normas que condensan varias, que se tornan demasiado densas; en este sentido, no justificamos la reducción del articulado para incluir en una sola norma redacciones extensas que hacen más difícil su comprensión, como los Artículos 322, 323, 372 y 373 de la codificación en cita, entre otros.


La estructura general del Código General del Proceso conserva la consignada en el Código de Procedimiento Civil; es decir, un título preliminar sobre disposiciones generales y cinco libros, y cada libro dividido en títulos, secciones y capítulos. El libro primero, referente a los sujetos procesales; el segundo atinente a los actos procesales; continúa el régimen probatorio en la sección tercera en un título único, denominado Pruebas, pero ahora conformado por diez (10) capítulos, uno más que el Código de Procedimiento Civil, porque a la Prueba por Informe, que antes formaba parte del capítulo de la prueba pericial, se le consagra como medio de prueba independiente. En el capítulo dos se cambia la nomenclatura de Pruebas anticipadas que ahora pasa a denominarse Pruebas extraprocesales y que además estaba ubicada en el último capítulo. El Libro tres contiene los procesos; el cuarto, Medidas Cautelares y el quinto, Cuestiones Varias; fuera de lo acotado, no hay variación con respecto del Código que se reforma.


1.1 Conclusión


Consideramos que la estructura general del Código de Procedimiento Civil se mantiene con algunas correcciones para una mayor organización, y en algunos casos presenta mayor concreción para evitar confusión. Había que acondicionar otros aspectos a la nueva distribución del sistema oral, como el ajuste de los principios, del sistema probatorio, del procedimiento, el uso de las nuevas tecnologías de la información y comunicación, para lograr un proceso más moderno, abreviado y coherente con la realidad social, tanto normativa como práctica, sin mengua de las garantías de los sujetos procesales, con orientaciones novedosas, sin olvidar las nuevas instituciones. De manera que con sus errores, propios de la fabilidad humana y sus grandes aciertos, sin hacer apología del mismo, nos sentimos orgullosos de tener un Código tan de avanzada, frente a la realidad contemporánea.


1.2 Interpretación


Como la interpretación es el paso previo e indispensable para la aplicación de toda norma jurídica, es claro que ella condiciona y determina su aplicación. Es por ello que hacemos una breve referencia al tema. Tarea en la cual el operador judicial no puede quedar inerme frente a los vacíos del ordenamiento jurídico.


La manera de interpretar la Ley se realiza por los órganos legislativos (Legislativa o auténtica), por los juristas o doctrinantes (Doctrinal) y por los órganos jurisdiccionales (Judicial); su objeto es encontrar el verdadero sentido de la norma para desentrañar el alcance que debe atribuírsele. En el ámbito judicial, es la actividad intelectual del juez destinada a aplicar en forma adecuada una Ley ante la obligación de decidir frente a un caso concreto y determinado


Cuando se interpreta una norma jurídica, nos referimos a la hermenéutica jurídica. Las normas que regulan la interpretación en la legislación colombiana están consagradas en los Artículos 25 al 32 del Código Civil colombiano.


En los métodos de interpretación, don Andrés Bello consagró el gramatical, lógico, histórico y sistemático. Los doctrinantes modernos ofrecen otras nomenclaturas, al seguir muy de cerca este criterio. Los ejemplificamos con la siguiente figura:


Figura 1.1. Métodos de interpretación
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Fuente: la autora


En el tema de la interpretación de la Ley 1564 de 2012 y el Decreto 1736 de 2012, no serán pocos los tópicos que conllevarán vacíos y dudas que el intérprete judicial debe resolver y no pocas las demandas de inconstitucionalidad que se pueden presentar.


El Gobierno realizó una interpretación auténtica por medio del Decreto Ley 1736 (no debemos olvidar que los decretos de yerros no pueden modificar las leyes ordinarias expedidas por el Congreso de la República), con el acopio al método gramatical que consagra la Ley 4ª de 1913, en su Artículo 45 y que sobre el particular enseña: “Los yerros caligráficos o tipográficos en las citas o referencias de unas leyes a otras no perjudicarán, y deberán ser modificados por los respectivos funcionarios, cuando no quede duda en cuanto a la voluntad del Legislador”.


Consideramos que algunas normas de las corregidas se ajustan a la citada Ley, pero en otras creemos que el Ejecutivo desbordó la interpretación que se puede realizar a esta, y que además no era la autoridad encargada de hacerlo, porque ello solo competía al Legislativo o a la Corte Constitucional, sin desconocer la facultad de anulación de lo Contencioso Administrativo.


Creemos que el intérprete, que en este caso fue el Gobierno, si hubiese sido el competente, realizó a tono con la norma la corrección de concordancia de algunas disposiciones, como los Artículos 18 y 20, en los que repetía por dos ocasiones la alusión a la responsabilidad médica.


De referencia, cuando en el Artículo 137, al fundir dos causales de nulidad en una, se altera la numeración del Artículo 133; luego la alusión que expresa el Artículo 137 no comprendía las causales 4ª, 6ª y 7ª, sino 4ª y 8ª del Artículo 133, y en este sentido se corrigió la norma.


El error tipográfico que se corrige en el Artículo 390, numeral 1°, al cambiar el artículo “el” por “los” cuando se está refiriendo a varias normas, en el mismo sentido el Artículo 490, al cambiar el artículo “el” por “la”, porque se estaba refiriendo a la página web del Consejo Superior de la Judicatura.


No obstante, no creemos que las correcciones que se hicieron a los Artículos 163, 338, 625, etc., cumplan con la interpretación que se le pueda dar al Artículo 45 de la Ley 4ª de 1913, porque desborda los límites que la disposición señala y, por ende, frente a una demanda de inconstitucionalidad de las normas citadas, a nuestro juicio, será factible su declaratoria de inexequibilidad.


1.3 Aplicabilidad de la Ley 1564 de 2012


Para efectos de la vigencia de las normas, es decir, la operancia de la Ley en el tiempo, para el común de la gente es poco compresible el sentido de la Ley 1564 de 2012, porque la característica de las disposiciones legales de carácter permanente, es la generalidad y aplicabilidad al unísono en todo el territorio, con algunas excepciones; no obstante, ello no se desprende del Artículo 627. Por ello, quizás nos atrevemos a afirmar que la forma de su aplicación tenga justificación por la falta de recursos, pero también en aras de una debida capacitación para quienes va dirigido, y por esto se suspenden temporalmente la vigencia de algunas normas. Bien sabemos que en el tránsito de la legislación se han consagrado tres sistemas:


El tradicional, que es el que aplicaba el Artículo 40 de la Ley 153 de 1887, el cual no podía ser interpretado; según este, solo deben supervivir a las nuevas leyes procesales aquellas que regían los términos, actuaciones y diligencias ya iniciados. Este precepto fue recogido en el Código de Procedimiento Civil en el Artículo 699.1


Un segundo sistema, que fue el que acogió el nuevo Código Procesal Administrativo, y que resulta de aplicar las disposiciones nuevas en los procesos que se inician. Para los iniciados antes, se seguirá aplicando la Ley que regía; sin embargo, las consecuencias de aplicar simultáneamente dos códigos, al parecer no han dado buenos resultados.


Un tercer sistema, que resulta complejo, es el que depende del estado en que se encuentre el proceso, y también de las actuaciones y diligencias ya iniciados. Este es el que recoge el C.G.P, en su Artículo 625 y que implicó la reforma del Artículo 40 de la Ley 153 de 1887, por el Artículo 624 del C.G.P.2


En el ámbito civil, es principio general que la Ley no es retroactiva; sin embargo, en el nuevo Código se aplicó la retrospectividad, de acuerdo a las situaciones jurídicas constituidas, bajo norma anterior, que actúa sobre los efectos que todavía no se han producido.


Tenemos que consignar claramente, como el acogimiento del tránsito de legislación no puede ser atribuible a los jurisconsultos que tuvieron la tarea de elaborar el Código General del Proceso; queremos liberarlos de responsabilidad, porque ellos no escatimaron esfuerzos para expedir un nuevo estatuto procesal civil digno de nuestro sistema judicial. Pero la aplicabilidad de la Ley 1564 de 2012 ha conllevado casi que a un verdadero caos de inseguridad jurídica, al desconocerse la aplicación de la Ley, la cual debe ser inmediata, salvo en los casos en que se rompa la unidad de las actuaciones judiciales.


La Corte Suprema de Justicia tuvo la ocasión de pronunciarse sobre este último punto, con respecto a la vigencia del Artículo 4º de la Ley 1395 de 2010, que reformó el Artículo 29 del Código de Procedimiento Civil, en relación con las atribuciones de la Sala de decisión y del magistrado ponente, en auto del 20 de septiembre de 2010, al afirmar:


[…] en aquellas actuaciones judiciales caracterizadas por su unidad, autonomía e independencia, no hay posibilidad de fraccionar el acto procesal con el fin de dar cabida a la nueva Ley, porque éste constituye un todo inescindible que se rige, desde que se formula hasta que se decide, por la Ley anterior, sin que pueda sacrificarse su integralidad para admitir que una es la normatividad que ampara su inicio y otra diferente la que debe atenderse para su resolución (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil y Agraria. Auto del 20 de septiembre de 2010. Magistrado Sustanciador, doctor Edgardo Villamil Portilla)


En la siguiente figura ejemplificamos el tránsito de legislación:


Figura 1.2. La aplicación de la Ley en el tiempo de acuerdo con el C.G.P.


[image: image]


Fuente: la autora


Como si fuera poco, se otorga un tiempo para que entre en vigencia la Ley en forma gradual y por un plazo máximo de tres (3) años, y en este sentido se prevé un plan de acción para la implementación del Código a cargo de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, de acuerdo con el Artículo 618, ibídem. En este contexto surge en el umbral un interrogante: ¿desde cuándo empezarán a contarse los tres (3) años?, porque si es desde el 2014, ¿cuándo será aplicable el Código de Procedimiento Civil?


Así las cosas, algunos artículos entraron a regir a partir de la promulgación de la Ley:3 son los Artículos 24, 30 numeral 8 y parágrafo, 31 numeral 2, 33 numeral 2, 206, 467, 610 a 627, pues su vigencia se condicionó a la promulgación de la Ley (12 de julio de 2012). Otros a partir del 1o de octubre de 20124; un tercer grupo, a partir del 1° de julio de 2013, según el Artículo 627 numeral 5°5; y los demás artículos a partir del 1o de enero del 2014, en forma gradual. En resumen, ¿tendremos varios años con el Código de Procedimiento Civil, ante la demora de poner en vigencia el Código General del Proceso?6


Sobre el particular, el exviceministro de justicia, Pablo Felipe Robledo del Castillo, corredactor del Código, sostuvo en sus diferentes intervenciones de socialización del C.G.P., que este no contiene una Ley sino varias, en razón a los diferentes momentos de su vigencia, que dependen de si las normas están o no íntimamente ligadas con la oralidad.


1.4 Reformas generales


El Código General del Proceso presenta tres variables, fácilmente distinguibles, de las cuales mencionaremos algunas disposiciones como ejemplificación.


En materia constitucional, es importante subrayar el Artículo 12 sobre la prevalencia del derecho sustancial y la incorporación del Artículo 29 de la Carta Política en el Artículo 14 del C.G.P.; las connotaciones del Artículo 333 sobre los fines del recurso de casación, como las del Artículo 336, inciso final, creemos que su propósito es enfatizar sobre las garantías constitucionales que deben regular los procesos, por eso ya muchos refieren la constitucionalización del proceso civil. Lo anterior, en desarrollo de los Artículos 93 y 228 de la Carta Política. De ahí la incidencia, en general, de los principios básicos incorporados en el nuevo Código. Los autores que se ocupan de la materia, tales como León Duguit (2005), Hans Kelsen (1982), y en época reciente, Héctor Fix Zamudio (2002), consideran que el Derecho Procesal constitucional abarca instituciones como la jurisdicción, la acción y el proceso.


En materia civil, por la derogación de muchas normas sustantivas, entre otras citamos: al eliminarse, por ejemplo, el Artículo 489 del C.P.C. sobre diligencias previas que determinaba la necesidad de incluir en la demanda ejecutiva, antes de proferir el mandamiento ejecutivo, la solicitud de requerimiento de constitución en mora, la notificación de la cesión del crédito, y de los títulos ejecutivos a los herederos del causante, e incorporarse en los Artículos 94, inciso 2°, y Artículo 423, que la notificación del mandamiento ejecutivo produce el efecto del requerimiento para constituir en mora, se están modificando cuatro Artículos del Código Civil, a saber: 1608, 1960, 1434 y 1594 del C.C.C.; por lo tanto, será labor de hermenéutica de la doctrina y jurisprudencia pronunciarse hasta qué punto habrán otras normas que arrastren las principales y que por lo tanto queden sin efecto.


En materia comercial, a manera de ejemplificación, se deroga el Artículo 1006 del C de Co, que disponía que en el aspecto de responsabilidad civil no era procedente acumular la acción contractual transmitida por el causante y la extracontractual derivada del perjuicio, hoy autorizada en el Código General del Proceso mediante el Artículo 88, siempre que se cumplan los requisitos que la norma indica.


Del Artículo 1053 del estatuto comercial en comento, se suprimieron las expresiones “según las condiciones de la correspondiente póliza” y la objeción “seria y fundada” por el Artículo 626, literal c del C.G.P. En la misma norma se derogaron los Artículos 2027 al 2032, ibídem, sobre las controversias sometidas a la decisión de expertos.


En materia procesal se presenta en diferentes ámbitos: en el aspecto de correcciones prácticas, el Código General del Proceso parece ser pertinente al desarrollar esta tarea, en algunos asuntos que creaban confusión y que la doctrina se había encargado de aclarar, como lo expresado en el Artículo 81 del anterior Código de Procedimiento Civil, corregido por el Artículo 87, del Código General del Proceso, disponiendo la designación de un curador de bienes, que era lo pertinente, y no un curador ad-litem, cuando se demande solo a herederos indeterminados en procesos de ejecución; o el fundir en una sola la institución el llamamiento en garantía con la denuncia de pleito; el establecer la nomenclatura en debida forma del litisconsorcio cuasinecesario, y otros temas que había que acondicionarlos al nuevo esquema del proceso oral del sistema probatorio.


El inciso final del Artículo 94 del C.G.P. estableció una nueva modalidad de interrupción civil del proceso, al permitir que se pueda interrumpir el término de prescripción, por el requerimiento escrito a deudor directamente por el acreedor.


Igualmente, para la efectividad de la oralidad, se dispuso del uso de las nuevas tecnologías de la información y comunicación, para lograr un proceso más moderno y coherente con la realidad social, tanto normativa como práctica. Se enfatiza en materia agraria y de familia, que el juez puede adoptar decisiones ultra y extra petita, para ser consecuentes con los principios de cada especialidad.


Para mayor organización se amplía el Registro Nacional de Aperturas de Proceso de Sucesión, que ya había sido creado por la Superintendencia de Notariado y Registro, con los de emplazamiento, y de pertenencias a cargo del Consejo Superior de la Judicatura, quien dispondrá de una página web para tal fin.


Se crearon dos novedosos procesos como el monitorio, para obtener el pago de una obligación dineraria de mínima cuantía, sin soporte documental y el de insolvencia de la persona natural no comerciante, para negociar sus deudas a través de un acuerdo con sus acreedores; se creó una nueva institución para la vigilancia de los procesos en que intervenga el Estado, como lo es la Agencia Nacional de Defensoría Pública del Estado; también la liquidación del patrimonio en vida sin proceso de sucesión, respetando las asignaciones forzosas y los derechos de terceros; igualmente, se establece una acción rescisoria para impugnar la partición con un término de dos años; se desjudicializaron muchos procesos para asignar competencias a autoridades administrativas; se ampliaron las competencias a los notarios al asignarles algunas funciones en materia de familia, entre otras.


1.5 Antecedentes legislativos del Código General del Proceso


Concretamos los antecedentes legislativos a los hitos más sobresalientes, que sintetizamos así:


Ley del 13 de mayo de 1825, primer estatuto procesal civil, al referirse específicamente a la materia, organización jurisdiccional, competencia y recursos. La Ley 57 de 1887, que acogió para la República de Colombia el Código de Cundinamarca, que correspondía a Código Judicial de 1872. La Ley 103 de 1923, denominada Código de Arbeláez, sobre organización judicial y que además contenía la regulación del procedimiento civil; no obstante, la Ley 26 de 1914 lo suspende, y queda vigente la anterior.


En 1925 se expidió por el Congreso de la Republica una Ley que dispuso la formación de una comisión de jurisconsultos para elaborar el proyecto del nuevo Código de Procedimiento. Dicha comisión, después de cinco años de labores, presentó el proyecto que fue adoptado por la Ley 105 de 1931, denominada Código Judicial; significó un gran avance con el conjunto de disposiciones que comprendían tres materias, a saber: leyes de organización judicial, Derecho Probatorio y leyes de procedimiento.


Decreto 1400 y 2019 de 1970, por el cual se expide el Código de Procedimiento Civil, que deroga el actual Código General del Proceso, sobresale por las facultades oficiosas que se consagran a favor del juez; sin embargo, en su vigencia sufrió muchas modificaciones, y se resaltan las más importantes.


Decreto 2282 de 1989, por el cual se introducen modificaciones de tipo práctico, al Código de Procedimiento Civil, en 372 normas, y con el propósito de agilizar los procesos y además para poner fin a interpretaciones jurisprudenciales y doctrinarias.


Decreto 2651 de 1991, por el cual se expiden normas transitorias para descongestionar los despachos judiciales, y además involucró materias tan importantes como la conciliación y el proceso arbitral.


La Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, orientadora de la administración de justicia, para crear programas de ingreso, formación judicial e inducción; también cobijó algunos aspectos en la materia de procesal civil, especialmente en lo atinente a principios y efectividad de los derechos fundamentales.


La Ley 446 de 1998, por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas del Decreto 2651 de 1991; compila normas aplicables a la conciliación, y se modifican algunas del Código de Procedimiento Civil.


Ley 794 de 2003, por la cual se modifica el Código de Procedimiento Civil, se regula el proceso ejecutivo y se dictan otras disposiciones.


Ley 1285 de 2009, reformatoria de la Ley Estatutaria 270 de 1996; estableció funciones para los comités de conciliación; ordenó implementar la oralidad como la regla general para adelantar actuaciones procesales, para lo cual se dispuso adoptar nuevos estatutos procesales que consagraran este nuevo Sistema Oral y por Audiencias, como efectivamente sucedió con la expedición de la Ley 1395 de 2010 y del C.G.P. –Ley 1564 del 12 de julio de 2012–.


La Ley 1395 de 2010, fue promulgada como una herramienta útil que mejorará la lentitud de la justicia, y adoptó medidas de descongestión judicial.


Se hacía necesario expedir un estatuto en el que además de modernizar el procedimiento, se consolidaran todas las modificaciones referidas al Código de Procedimiento Civil, como respuesta al clamor generalizado, y es así que se promulga la siguiente Ley:


Ley 1564 de 2012, nuevo Código General del Proceso: regula la actividad procesal en los asuntos civiles, comerciales, de familia y agrarios. Se aplica, además, a todos los asuntos de cualquier jurisdicción o especialidad y a las actuaciones de particulares y autoridades administrativas cuando ejerzan funciones jurisdiccionales, en cuanto no estén regulados expresamente en otras leyes. Este será el objeto de nuestro estudio en el tema principal constituido por los pilares del Derecho Procesal Civil.


1.6 Principios


El Código General del Proceso, a través de los principios, establece la ideología del proceso, y es lógico que en la interpretación de las normas procesales se tengan en cuenta como fuentes de interpretación e integración del mismo, como sucede en todas las normas jurídicas. En este orden de ideas, deben considerarse como puntos de partida para la construcción de los elementos esenciales de la función jurisdiccional, criterios inspiradores para el juez y las partes, en aras de la solución de las controversias que se susciten en el proceso. La razón de ser de los principios, no es otra cosa distinta que ser la esencia y orientación de todo el sistema normativo, al punto que, a nuestro juicio, prevalecen sobre las restantes normas, a las cuales imperiosamente debe acudirse para extraer el sentido y el deber ser de la Ley, que evoca la voluntad constitucional. Al partir del concepto de principios, la Corte Constitucional, en la Sentencia. C-713 de 2008, los definió, así:


Si bien tanto las reglas como los principios constituyen normas jurídicas, su grado de vinculación y eficacia varía en uno u otro caso. Así, mientras las reglas son normas que ordenan una consecuencia jurídica definitiva, los principios son mandatos de optimización que ordenan que algo se realice en la mayor medida posible según las posibilidades fácticas y jurídicas.


En relación con ello, la Ley 1564 de 2012 consagró los que a continuación se enuncian y se comentan: acceso a la justicia, proceso oral y por audiencias, publicidad, igualdad de las partes, concentración, inmediación, legalidad, iniciación e impulso de los procesos, doble instancia, gratuidad y debido proceso.


A nuestro juicio, debemos advertir que los principios que allí aparecen no son todos los que no necesariamente tienen que estar en este título, porque pueden ubicarse en diferentes capítulos, por ejemplo: la conciliación, dirección del proceso, desjudicialización y democratización, los cuales se desprenden del mismo contenido y objetivo del Código General del Proceso. A continuación analizaremos cada uno de los principios que consagra el Código General del Proceso, a saber:


1.6.1 Acceso a la justicia


“Artículo 2. Acceso a la justicia. Toda persona o grupo de personas tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio de sus derechos y la defensa de sus intereses, con sujeción a un debido proceso de duración razonable. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento injustificado será sancionado”.


La primera gran tendencia para la satisfacción de los intereses tutelados por el Derecho, en materia procesal, es el de todo sujeto para acudir al Estado y exigir la realización de la función jurisdiccional y obtener un resultado. Por esto el ejercicio del derecho de acción no puede quedar supeditado a formalismos innecesarios o retardos injustificados. La norma que acoge este principio tiene su arraigo constitucional en el Artículo 229 de la Carta Política, que expresa “se garantiza a toda persona el derecho a acceder a la administración de justicia”. Este derecho comprende, igualmente, la garantía de obtener una resolución sobre sus pretensiones, en un término razonable, proscribiendo las dilaciones injustificadas, al considerar que el problema no es novedoso.


Compartimos el criterio del profesor Marco Antonio Álvarez (2013), corredactor del Código General del Proceso, en algunas de sus intervenciones de socialización del proyecto, en el sentido de que quizás una de las normas más importantes sea esta garantía, porque no solo facilita el acceso a la administración de justicia, sino también la realización de los derechos reconocidos en la Ley sustancial, pero a su vez, como este lo sostiene, el acceso a la justicia no solo es el poder ingresar, sino también obtener una respuesta oportuna.


Los redactores del Código, abanderados por el Instituto Colombiano de Derecho Procesal, son unánimes al reflexionar que el acceso a la justicia no puede ser considerado simplemente como un ingreso, que sería un criterio absurdo, sino entendido como la acción de gozar de una justicia que ostente calidad y se concrete en una sentencia justa y pronta. De manera que toda la actividad debe dirigirse al servicio de quienes reclaman justicia, para que logren sus soluciones dentro de los parámetros enunciados. La Corte Constitucional robustece este concepto con sus aportes, al considerarlo integrador de los siguientes derechos:


[…] (i) derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (ii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas; (iii) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con la observancia de las garantías propias del debido proceso y, entre otros (v) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales –acciones y recursos– para la efectiva solución de los conflictos (Sentencia C-426 del 29 de mayo de 2002. M. P. Rodrigo Escobar Gil).


Uno de los pilares esenciales del Estado Social de Derecho y nuestra Constitución, en el Artículo 1°, lo erige como tal, ya no se limita solamente a asegurar la vida y libertad. Allí también debe incluirse la prestación seria, responsable y eficiente de la justicia, a través de la cual es posible la materialización de un orden justo, caracterizado por la convivencia, armonía y paz.


En este orden, para facilitar el acceso se establece la utilización de procedimientos cortos en el proceso de todos los adelantos tecnológicos en materia de comunicaciones, que permiten la realización y conservación electrónica de las actuaciones; sanciona a los que dilaten el pronunciamiento judicial, para de esta manera afianzar la confianza que la sociedad ha depositado en los servidores judiciales.


Estamos de acuerdo plenamente con la idea de haber limitado el tiempo de duración de las instancias del proceso, previsto en el inciso 1° del Artículo 121 del Código General del Proceso7, e incluso se erige como causal de nulidad insaneable, la actuación que realice el juez, fuera de este término.


Esta disposición copia la Ley 1395 de 2010, y seguramente el espíritu de la misma es rescatar en parte la credibilidad de la justicia, pero ella implica un compromiso del Estado en relación con el ciudadano y los jueces, porque impone para su cumplimiento la contribución del Gobierno, en cuanto a las adjudicaciones presupuestales necesarias para que pueda tener aplicabilidad la norma y no quede en letra muerta de la Ley, con pocas posibilidades de sanción cuando se justifique la manifiesta imposibilidad de cumplir los términos, y ante la avalancha de audiencias que devienen con la reforma; por ende, se requieren recursos para crear más juzgados, capacitar para no improvisar, infraestructura para la construcción de los salones de audiencias y, en general, todas las ayudas técnicas necesarias. De este principio, a su vez, se derivan cargas para las partes. Sobre el particular traemos a colación, el siguiente aparte jurisprudencial:


El derecho de acceso a la administración de justicia, también representa deberes o más en concreto cargas para las partes. El Artículo 228 de la Constitución Política, dispone que los términos judiciales deberán ser observados con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Así, para la interposición de los recursos, o la proposición de nulidades, o la formulación de un incidente, los respectivos códigos de procedimiento señalan términos cuya observancia por las partes se hace imperativa, a riesgo de soportar las consecuencias jurídicas desfavorables si actúan dejándolos vencer. Es decir, se trata de una carga procesal, ya que ésta consiste, como se sabe, en una conducta de realización facultativa de cuya inobservancia se pueden derivar consecuencias desfavorables, por lo que la negligencia o la incuria en el cumplimiento de la carga señalada por la Ley, sólo afectan al interesado. La carga, es algo que se deja librado por la Ley a la auto-responsabilidad de las partes (Corte Constitucional. Sentencia C 203 de marzo 24 de 2011. M. P. Juan Carlos Henao Pérez).


Con la famosa frase de Couture, repetida en sus numerosas obras desde 1973: “Justicia demorada no es justicia”, nos permitimos enfatizar en la aplicación de esta norma, en razón a que, como ha ocurrido en muchos casos, para qué le sirve a un individuo un fallo favorable, cuando por el paso de los años ha fallecido o la edad avanzada no le permite disfrutarlo.


Es nuestro criterio, por otra parte, con una función ejemplarizante, al considerar que las altas cortes son instituciones que deben estar en constante contacto y conocimiento de la realidad social de un país, y aunque no exista una verdad absoluta, que son ellas las principales abanderadas de la jurisprudencia, y si dejan de tener competencia para el conocimiento de algunos casos o solo se avocan los más onerosos, desaparecerán de la memoria del pueblo con quebranto del derecho de acceso a la jurisdicción.


El Decreto 1736 del 2012 en su Artículo 6, modifico el Artículo 338, el cual se refiere al interés de las partes para recurrir al recurso de casación. Frente a ello, encontramos dos temas bien interesantes: como primera medida, se aumenta de cuatrocientos (400) a mil (1000) salarios mínimos legales mensuales vigentes el interés para recurrir en casación. Primero: esto hace bastante onerosa la participación y el poder acceder a él. Segundo, es que al atribuirse una potestad de Legislador, el decreto excluye las acciones populares y los casos que versen sobre el estado civil, susceptibles de este recurso.


Por ende, nuestro concepto es que la función de la Corte, al momento de admitir el recurso de casación, su objetivo no debe estar limitado por la cuantía sino por la naturaleza e importancia que genere el asunto para la comunidad y en este caso, por ejemplo: al ser una acción popular, deberían tener el mismo tratamiento que las de grupo. La acotación hecha restringe el acceso a la jurisdicción. No obstante, como algo positivo, y que constituye un gran avance, reconocemos cómo el Código General del Proceso también incorpora, en aras de la defensa de los derechos y garantías constitucionales cuando se comprometa gravemente el orden o patrimonio público; la Corte Suprema de Justicia aún de oficio podría admitir el recurso y, si hay lugar, casar una sentencia.


1.6.2 Oralidad


“Artículo 3. Proceso oral y por audiencias. Las actuaciones se cumplirán en forma oral, pública y en audiencias, salvo las que expresamente se autorice realizar por escrito o estén amparadas por reserva”. El procedimiento oral se debe caracterizar porque prevalezca la palabra sobre la escritura. Las pretensiones de las partes, la producción de las pruebas y las alegaciones de derecho, tienen lugar en una o dos audiencias con la presencia del juez, cuyo fallo sigue inmediatamente de concluida la instrucción de la causa y de lo cual solo se levantan actas de constatación (Alsina, 2001, p.38).


¿La oralidad es un principio o un sistema?


El Código General del Proceso, sin embargo, opta por un sistema mixto. En una primera parte: escrita, que corresponde a la demanda, contestación y defensa, y en los Artículos 372 y 373, se consagra una segunda fase oral, que incumbe a una audiencia inicial y otra de instrucción y juzgamiento, para los procesos verbales y una sola audiencia para los verbales sumarios, según el Artículo 392.


El empleo de la expresión oral agiliza el trámite del proceso, dificulta las actuaciones dilatorias, facilita la averiguación de los hechos, garantiza una justicia de superior eficacia y calidad; contribuye con la economía procesal porque como afirmaba, el doctor Edgardo Villamil Portilla, miembro de la comisión redactora del Código, en su intervención en el lanzamiento del Proyecto del Código General del Proceso, en el Centro de Convenciones de la ciudad de Ibagué, en el año 2012: “Desde el punto de vista administrativo y presupuestal, seguir escribiendo es un crimen ecológico, porque el segundo de imagen es más barato que una hoja de papel”.


El proceso por audiencias que se introduce, supone la erradicación de muchas ritualidades y la simplificación de otras tantas. Esto permite mostrar al proceso judicial como un instrumento diseñado para el servicio de los justiciables. La Corte Constitucional sobre este principio afirmó:


La implementación de la oralidad constituye un mecanismo razonablemente encaminado al logro de la pretendida celeridad en la administración de justicia, favoreciendo la inmediación, acercando el juez a las partes y generando condiciones que propicien la simplificación de los procedimientos, razones todas estas que avalan la constitucionalidad de la reforma en este aspecto puntual. Además, pone en evidencia la necesidad de adoptar nuevos estatutos legales para ajustar los actuales, que consagran procedimientos prevalentemente escritos, para señalar la forma cómo habrán de llevarse a cabo, en cada especialidad, las audiencias y demás diligencias dentro de un nuevo esquema (Sentencia C.713 de 2008. M. P. Clara Inés Vargas Hernández).


Para responder la pregunta arriba formulada, si la oralidad es el mecanismo principal para obtener la descongestión judicial, debemos afirmar que es un sistema apoyado en principios jurídicos y filosóficos que buscan la legitimidad de la administración de justicia. Sin embargo, la oralidad por sí sola no opera, es el resultado de la concurrencia de la concentración, inmediación y publicidad; las dos primeras están consignadas en los Artículos 5° y 6°, del título preliminar del Código al cual nos referimos.


1.6.3 Publicidad


Esta se encuentra consagrada en el mismo Artículo 3° en comento, y en el numeral 5° del Artículo 107 del C.G.P.


El proceso realizado en audiencias facilita el acceso al público en general, y le permite conocer directamente la forma cómo se está realizando la actividad judicial, para contribuir al mejor control de sus derechos constitucionales, y evitar el quebrantamiento de las normas, con las limitaciones que la misma Ley prevé, en favor de los menores o por violación de otros derechos, como el de la intimidad, para establecer una escala de prioridad. La Corte Constitucional ha destacado sobre este principio, que también podemos aplicar al procedimiento civil, lo siguiente:


El propósito fundamental de la publicidad de los procesos es evitar las arbitrariedades en que puedan incurrir las autoridades judiciales, y proporcionar al acusado un juicio justo e imparcial. Sin embargo, dicha publicidad puede ser restringida o limitada por la Ley, siempre y cuando sea proporcionada con la finalidad protectora que se quiera cumplir… Tales restricciones, sin embargo, no pueden ser de tal magnitud que hagan negatoria dicho derecho constitucional (Corte Constitucional. Sentencia C-060 de 1994. M. P. Carlos Gaviria Díaz).


En providencia reciente, la misma Corte enfatizó:


El principio de publicidad se ha estructurado como un elemento trascendental del Estado Social de Derecho y de los regímenes democráticos, ya que mediante el conocimiento de las actuaciones judiciales y administrativas, y de las razones de hecho y de derecho que les sirven de fundamento, se garantiza la imparcialidad y la transparencia de las decisiones adoptadas por las autoridades, alejándose de cualquier actuación oculta o arbitraria contraria a los principios, mandatos y reglas que gobiernan la función pública Corte Constitucional. Sentencia. C-641 de 2002. M.P. M.P. Jaime Araujo Rentería (Corte Constitucional. Sentencia. C-641 de 2002. M. P. Jaime Araujo Rentería).


Igualmente, debemos observar que en el C.G.P., la prueba será practicada y valorada en forma oral; es decir, que habrá inmediación, concentración, contradicción y publicidad. De los dos primeros nos ocuparemos más adelante, para respetar la numeración que al efecto consigna el C.G.P. (inmediación y concentración).


1.6.4 Igualdad de las partes en el proceso


“Artículo 4. Igualdad de las partes. El juez debe hacer uso de los poderes que este código le otorga para lograr la igualdad real de las partes”.


El Derecho Procesal es la mejor garantía del cumplimiento del principio de la igualdad ante la Ley, pero estas condiciones de igualdad no se predican únicamente de las oportunidades para acceder a la administración de justicia, sino también de las condiciones mínimas en que se accede y de la reducción de los trámites, como ya lo habíamos acotado, como una reiteración al Artículo 11 de la Ley 1394 de 2010.8


En este sentido, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha concluido que el derecho de acceso a la administración de justicia también implica el derecho a recibir un trato igualitario.


A su vez, que el Artículo 229 de la Carta debe ser concordado con el Artículo 13 superior, de manera tal que el derecho de acceder igualitariamente ante los jueces, se entendiera no solo como la idéntica oportunidad de ingresar a los estrados judiciales sino también como la posibilidad de recibir idéntico tratamiento por parte de estas autoridades y los tribunales, ante situaciones similares (Expediente T-2897707, de junio 9 de 2011. M. P.: Jorge Iván Palacio Palacio).


Por lo tanto, esta desigualdad no debe entenderse en el sentido de que las partes procesales son iguales, pues obviamente existe desigualdad intrínseca entre demandante y demandado, sino en el sentido de que las normas procesales han de prever actos procesales paralelos a las partes a la que cada una tenga derecho.


Al partir del reconocimiento de este principio en el Artículo 13 de nuestra Constitución, el Estado debe implementar mecanismos que permitan equilibrar las condiciones entre los desiguales, bajo el criterio de que no hay peor desigualdad que la igualdad que se haga entre los desiguales; hoy en día la búsqueda de la justicia supone cierto grado de desigualdad, para no dejar desprotegida a la parte más débil.


En el Código General del Proceso se destaca, entre otras normas aplicables a este principio, el Artículo 167 que consagra la redistribución de la carga de la prueba, conocida en el Derecho Civil bajo la figura de la Carga Dinámica de la Prueba. Sin embargo, anotamos que en el proyecto se quedaba corta la norma, porque no se definía en qué momento el juez debía invertir la carga de la prueba para no quebrantar el debido proceso, como bien lo aducimos en diferentes oportunidades, cuando se socializaba el proyecto, y con el trabajo presentado por el Semillero ODOS de la Universidad de Ibagué, ante el Instituto de Derecho Procesal para participar en el XXXII Congreso de Derecho Procesal; sugerencia que afortunadamente fue acogida con el apoyo de uno de los corredactores de código, el doctor Marco Antonio Álvarez.


1.6.5 Concentración


“Artículo 5. Concentración. El juez deberá programar las audiencias y diligencias de manera que el objeto de cada una de ellas se cumpla sin solución de continuidad. No podrá aplazar una audiencia o diligencia, ni suspenderla, salvo por las razones que expresamente autoriza este código”.


El Principio de Concentración Procesal significa que los actos procesales se ejecutan de manera concentrada en una o dos audiencias máximo, según la clase de proceso (verbal o verbal sumario) y en ellas se reciben las pruebas, declaraciones de testigos, inspección judicial acompañada de prueba pericial, si fuere posible, y proceder al examen de documentos, sin que sea necesario dejar constancia detallada de todo ello.


La Corte Constitucional expresó: “…la concentración hace posible valorar el acervo probatorio en un lapso temporal que no debe ser prolongado, para que lo interiorizado por el juzgador no se desvanezca con el transcurrir del tiempo” (Corte Constitucional. Sentencia T-205 de 2011. M. P. Nilson Pinilla Pinilla).


La oralidad para que pueda tener plena operancia en el debate procesal, necesita de la concentración y de la inmediación; si no se aplican estos principios, el proceso se dilata y se dificulta la pronta culminación del mismo y la emisión inmediata del fallo, con perjuicio de la celeridad y eficacia.


Es perfectamente concordante que las apelaciones contra los autos que en la audiencia se hayan dictado, según el numeral 1° del Artículo 322, se resuelvan al finalizar esta, en la que se profiera sentencia y que la regla general para conceder la apelación de las providencias (ya sean autos o sentencias) lo sea en el efecto devolutivo, como se consagra en el Artículo 323. Igualmente, guarda perfecta armonía con el principio, el hecho de que se pueda resolver conjuntamente con la apelación de una sentencia, cuestiones accesorias a la misma que estén pendientes de resolver, tal como lo dispone la norma en cita.9 Todo lo anterior, sin perjuicio de lo establecido respecto de las pruebas extraprocesales, las trasladadas y demás excepciones previstas en la Ley.


1.6.6 Inmediación


“Artículo 6. Inmediación. El juez deberá practicar personalmente todas las pruebas y las demás actuaciones judiciales que le correspondan. Sólo podrá comisionar para la realización de actos procesales cuando expresamente este código se lo autorice”.


La inmediación supone la percepción directa del juzgador con los sujetos procesales y los medios de prueba y, por ende, este principio exige que el juez deba estar presente en todas las actuaciones judiciales. Por lo tanto, es importante la identidad del juez instructor y el juez fallador, en tal virtud se consagró como nulidad en el Código General del Proceso la falta de esta identidad tal como lo preceptúa el numeral 7º del Artículo 133.10


Aunque no existe un proceso oral puro, en los verbales, con prevalencia de la oralidad, es en los que puede emerger la aplicación del principio de la inmediación, por el contacto directo del juez con las partes; a manera de ejemplo, cuando se evacúa una inspección judicial o cuando se practican otras pruebas, interrogando a las partes o a los testigos, con las implicaciones que ello tiene, especialmente en su valoración, que redundará en mayor acierto en la decisión.


El Código General del Proceso consagró en el Artículo 171 que el juez practicará personalmente todas las pruebas, y se le prohíbe comisionar para la práctica de pruebas que hayan de producirse en su propia sede. Recordemos que el Decreto 508 de 1974 facultaba al juez para comisionar cuando se trataba de predios rurales ubicados en su misma sede; hoy en día con la derogatoria de la disposición en comento, se restringe dicha facultad. La Corte Constitucional, al referirse a este principio y a la oralidad, en el sistema Penal Acusatorio, pero que hoy enriquece nuestro proceso civil, determinó:


La consagración de estos principios en efecto pertenece a la esencia misma del sistema penal acusatorio, que impone un grado de cercanía del juez con el objeto que debe decidir, con las partes que intervienen pretendiendo un pronunciamiento a su favor, de los argumentos que fundamentan estos pedidos, de manera que un escenario de cercanía, de aproximación personal es propio de este sistema y legislar en forma contraria significa no solo el desconocimiento de la norma constitucional sino un retroceso en la administración de justicia (Corte Constitucional. Sentencia C-250 de 2011. Expediente Acumulado. D-8240. Norma demandada: Ley 1395 de 2010. M. P.: Mauricio González Cuervo).
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